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1.- VISTOS 

Desata la Sala el  recurso de apelación interpuesto por el sentenciado JHON FREDY CLAVIJO BLANDÓN, contra el auto interlocutorio proferido el veintiséis (26) de febrero del presente año por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual negó el permiso para laborar fuera de la residencia.

2.- PROVIDENCIA 

La señora Juez que vigila el cumplimiento de la pena impuesta recordó que el señor CLAVIJO BLANDÓN fue condenado por el Juzgado Penal del Circuito de Desquebradas (Rda.) a la pena principal de cuarenta y ocho meses (48) meses de prisión y le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena, al encontrarlo autor responsable de la conducta de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes; asimismo, que ese despacho ejecutor en decisión del cinco (05) de octubre de 2006 con fundamento en lo dispuesto en los artículos 314 y 361 de la Ley 906 de 2004, dado que padecía enfermedad grave dictaminada por el médico forense, le sustituyó la ejecución de la pena y le concedió su descuento en el lugar de residencia.

Adveró que en su criterio, la prisión domiciliaria era una pena sustitutiva de la prisión y no un mecanismo de sustitución de la sanción privativa de la libertad y que, por tanto, comporta restricciones a la libertad igual que la prisión formal, lo que implica límites a la libertad de locomoción y solamente se puede laborar, en principio, en las precisas actividades señaladas en el artículo 5º de la ley 750 de 2002 cuando la prisión domiciliaria se otorga a padres o madres cabeza de familia.
Del análisis conjunto de las disposiciones que regulan el trabajo como medio terapéutico de resocialización -artículo 79 de la Ley 65 de 1993-, y la que impone como condición para abandonar el lugar domiciliario de reclusión de quienes no son beneficiados con beneficios administrativos, la autorización por parte del Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, concluyó que no se había desnaturalizado el carácter restrictivo de una medida como la prisión domiciliaria, deducción a la que también se llega examinando el contenido del artículo 8 del Decreto 2636 de 2004 -por medio del cual se introdujo el artículo 29 A en la Ley 65 de 1993- en tanto consagraba en cabeza del INPEC la responsabilidad de la vigilancia del sentenciado mediante visitas aleatorias, llamadas telefónicas, testimonios de vecinos, labores de inteligencia, etc., lo que indicaba que la salida de la residencia era excepcional y necesitaba autorización judicial, salvo casos de extrema urgencia donde resultaren comprometidas la vida o la salud.

De otro lado, tuvo en cuenta que la situación actual de interno se debía al padecimiento de una enfermedad y no a su condición de padre cabeza de familia, hipótesis que al ser verificada en atención al principio de favorabilidad no resultaba aplicable dado que no estaba demostrado que fuera la única persona que sostiene el hogar conformado por su compañera y su hijo menor, lo que impide aducir una situación de deficiencia de ayuda sustancial del núcleo familiar. En esas condiciones, no era posible otorgar el permiso para laborar solicitado.
3.-  RECURSO

En el escrito pertinente el interno señala que es la primera vez que tiene problemas judiciales y se siente mal en su casa por estar a merced de lo que su familia le puede dar. Aclara que la mujer con la que convive no es la madre de sus hijos.
Solicita que se le conceda el permiso para laborar, ya que por el hecho de movilizarse en silla de ruedas no significa que no pueda hacerlo, ya que antes de ser privado de la libertad vendía minutos de teléfono celular y lotería para comprarse sus gasas, sondas, suero fisiológico y otras cremas para hacerse sus curaciones.
4.-  SE CONSIDERA

Tiene competencia esta Sala de Decisión para desatar la alzada presentada contra la decisión adoptada por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, de conformidad con lo reglado en el artículo 34.6 del Código de Procedimiento Penal de 2004. 

De cara a la petición que hace el interno para que revoque la decisión adoptada por el juzgado que vigila el cumplimiento de la pena impuesta, debe decirse que no se aprecia viable por parte de este Tribunal proceder en la dirección pedida. Se dice así porque, en efecto, tal como con buen tino lo sostiene la señora juez de primer grado, dentro de las hipótesis que regulan el trabajo para los internos en las fases iniciales del tratamiento penitenciario, no está consagrada la autorización para laborar extramuros, excepción hecha del caso de las madres o padres cabeza de familia, quienes al acceder a la figura de la sustitución que consagra la Ley 906 de 2004 en su artículo 314.5
 en armonía con el artículo 461 ejusdem, obtienen los permisos necesarios para salir a trabajar.

Nótese que en el particular evento de quienes son considerados padres de familia, la concesión del permiso para laborar responde a una previsión legal según la cual, es necesario que el miembro de la familia sobre cuyos hombros y de manera exclusiva reposan la manutención y cuidado de la prole menor de edad -o personas incapacitadas- pueda salir a arbitrar los recursos económicos que su grupo familiar requiere para su congrua subsistencia, situación que no es precisamente la del sentenciado, toda vez que pese a lo por él informado, así los hijos menores de su hogar no lo sean de su compañera, es lo cierto que ese grupo familiar así conformado cuenta con otra persona que ayuda a su sostenimiento, lo que de por sí conlleva a que no se le pueda considerar al señor CLAVIJO BLANDÓN como el padre cabeza de familia a quien la ley ha otorgado una especial protección.

De cara a la angustiosa situación del sentenciado quien a pesar de su discapacidad pone de presente su manifiesta necesidad de trabajar, el Tribunal estima que no se puede negar que los internos así estén privados de la libertad en el centro de reclusión o en su residencia particular, tienen derecho al trabajo, garantía fundamental cuyo ejercicio de todas maneras sí ha sido delimitado en cuanto debe ser compatible con las condiciones de internamiento en que se encuentre el sentenciado –de otra manera, el tratamiento intramural resultaría inane-, por lo menos en lo que concierne con la fase de máxima seguridad a la que se refiere el Código Penitenciario y Carcelario, dado que en las restantes, es decir mediana y mínima seguridad, previo el cumplimiento de una buena porción de la pena, el trabajo por fuera del centro penitenciario está autorizado e incluso, se permite en determinados casos concurrir a claustros universitarios oficialmente reconocidos, lo que también da la posibilidad de adelantar actividades académicas
, con el objetivo de propender por la resocialización de los sentenciados y redimir la  pena.

En ese contexto, nada obsta para que se busque la posibilidad de ejercer desde la residencia una actividad lícita que le permita al sentenciado arbitrar en parte los recursos que necesita para su necesaria subsistencia y acceder a los beneficios que comporta el trabajo mientras se cumple la sanción, eso sí, bajo la condición de que no se abandone el lugar domiciliario de reclusión.

Se impone por ende la confirmación del auto apelado, no sin antes mencionar que sobraba el análisis que se efectuó en relación con la aplicación del principio de favorabilidad en el presente evento, dado que por ser cometida la conducta que generó la sanción penal del señor CLAVIJO BLANDÓN el día doce (13) de abril de 2006 en el vecino municipio de Desquebradas (Rda.) y haberse -como no podía ser de otra manera- impulsado el proceso bajo la égida de la Ley 906 de 2004, las normas aludidas por la señora Juez (la hipótesis jurídica conformada por los artículos 314 y 461) podían ser aplicadas de manera directa al caso particular.
5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, que fue objeto de alzada. 
CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

           LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
� De conformidad con lo decidido en la Sentencia C-104 del 07-Mar-07, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra, el límite de los doce (12) años, así como la expresión “mental” referida a la incapacidad, fueron declaradas inexequibles.


� Cfr. Artículo 148 de la Ley 65 de 1993.
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